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			PRÓLOGO


			 

			MANUEL VALLS

			 

			 

			Nací en Barcelona en pleno verano de 1962, en el barrio de Horta, hijo de padre catalán y madre italosuiza, que los azares de la vida habían unido para siempre. Mi padre, Xavier, inmenso artista, pintor figurativo, se había ido a vivir a París a mediados de los años cuarenta con una beca del Instituto Francés de Barcelona. Mi madre, Luisangela, maestra en los valles del Ticino, había aprendido en pocos meses el catalán, que a partir de entonces fue su idioma común.

			La familia Valls, oriunda de la provincia de Tarragona, en el siglo XVIII se trasladó a la Plana d’Urgell y luego a Barcelona. Mi bisabuelo Josep Maria y su hermano Agustí eran banqueros. Se apasionaron por la política y la cultura, en plena Renaixença y en el momento del auge del catalanismo político. Josep Maria se afilió a la Lliga de Catalunya y después a la Unió Catalanista. Fue concejal de la ciudad y vicepresidente de la Cámara de Comercio.

			Mi abuelo, Magí, también banquero pero sobre todo hombre de letras, arruinado a comienzos de los años treinta, después de la caída de la monarquía colaboró en el periódico El Matí, catalanista y católico. En 1934, siendo jefe de redacción, fue agredido por un valiente artículo contra Hitler y el ascenso del nazismo. Durante los primeros meses de la Guerra Civil escondió a los curas perseguidos, amenazados por unos revolucionarios convencidos de que su obra de depuración incluía matar sacerdotes. Después de la victoria de Franco se libró de la cárcel gracias a sus amigos, porque pesaba sobre él la acusación de separatista catalán, pero perdió su carnet de periodista y ya no encontró ningún medio que publicara sus escritos. Fiel a sus principios, nunca habría colaborado con una España que mataba en nombre de «Cristo Rey». La suya fue una «vida rota», escribió al respecto y con tristeza mi padre en sus memorias (La meva capsa de Pandora, Quaderns Crema, 2003).

			Mis padres se fueron a vivir a París. Xavier Valls era un intelectual profundamente libre, abierto a todas las corrientes de pensamiento. No era propiamente un refugiado político, sino un hombre joven que había huido de la losa franquista. Era tolerante, más sensible a los individuos que a las ideologías responsables de los desastres del siglo XX. La Guerra Civil, las divisiones y los enfrentamientos dentro del bando republicano y su aversión al franquismo estuvieron siempre presentes en sus conversaciones con sus amigos y su familia. Para mis padres la literatura, las artes y la filosofía eran formas de comprometerse en la vida política. Mi compromiso con la izquierda y contra toda forma de totalitarismo, así como la importancia que doy a la cultura, son una herencia de este ambiente familiar. En París, en el estudio de pintor del quai de l’Hôtel de Ville, a lo largo de toda mi adolescencia conocí a los amigos excepcionales de mis padres, como José Bergamín, Vladimir Jankélevitch, Julio Cortázar, Alejo Carpentier, Hugo Pratt, Frederic Mompou, Pierre Klossowski y William Klein, entre muchos otros. 

			Pasamos largas temporadas veraniegas en Horta, con estancias regulares en la Costa Brava o en Mallorca. La familia, los amigos de infancia de mi padre, intelectuales como Eduardo Mendoza y su hermana Cristina, Jaime del Valle-Inclán, Marià Manent, Joan Brossa, Maria Aurèlia Capmany, arquitectos como Ricardo Bofill y Óscar Tusquets, artistas como Leopoldo Pomés, Paco Todo, Albert Ràfols-Casamada y Maria Girona, y políticos como Carles Sentís y Pasqual Maragall frecuentaban la casa y el jardín de Horta. Gracias a mis primos no tardé en descubrir el estadio del Barça con motivo del torneo de verano del Gamper; la pasión por el club ya no me abandonó nunca, y no solo porque Manuel Valls Gorina haya compuesto la música de su himno. Los domingos íbamos a ver a mi padre bailar la sardana delante de la catedral de Barcelona. Y no olvido los paseos con mi abuelo por las Ramblas ni los meses que pasé en el colegio, un invierno, teniendo como profesora a mi prima Roser Capdevila.

			Me detengo aquí, porque no quiero ir más lejos con estos breves apuntes biográficos. Siempre hemos hablado catalán entre nosotros, con mis padres y mi hermana Giovanna. Leíamos a Josep Pla, Salvador Espriu y Mercè Rodoreda. Íbamos al Olympia a escuchar a Joan Manuel Serrat y a Lluís Llach. Mi padre estaba orgulloso de los reconocimientos recibidos en París, en Madrid y por último en Barcelona. Decía que para él eso suponía una suerte de reconciliación con su ciudad, consagrada por grandes exposiciones y en 2001 la entrega del Premio Nacional de Artes Plásticas de manos de Jordi Pujol. Yo también me he sentido siempre orgulloso de haber nacido en Barcelona, de ser catalán, español, francés y europeo. Este caleidoscopio es el mismo que encontré en el extrarradio parisino, pero ante todo es para mí la mejor definición de Barcelona, ciudad abierta, generosa, mediterránea, española, europea. Una ciudad-mundo.

			El franquismo, sin duda, causó una herida profunda al sentimiento nacional catalán. Una herida —y Javier Cercas lo recordaba atinadamente hace poco en la prensa francesa— que no mitiga en absoluto ni el hecho de que muchos catalanes fueran franquistas, ni de que los catalanes no fueran los únicos en sufrirla, pues el franquismo hirió a media España, cuando no la mató. No obstante, la herida catalana es indiscutible: se reprimió la lengua catalana, se humilló y menospreció la cultura catalana, se suprimieron las instituciones catalanas. En otras palabras, el franquismo, hipertrofia monstruosa, mezquina y miserable del nacionalismo español, quiso acabar con la España diversa a la vez que lo hacía con la república, la democracia y la tolerancia. Todavía hoy algunos subestiman a veces esa herida.

			Pero a partir de los años cincuenta algunos catalanes, en respuesta al franquismo, reivindicaron el orgullo de ser catalán, la dignidad de Cataluña, de su otra lengua, de su cultura e instituciones. Justo después de la Transición y la llegada de la democracia no solo lograron que este planteamiento fuese dominante, sino que lo instalaron en el poder y en la Generalitat, la institución instaurada por la democracia que ha permitido, sobre todo, devolver la dignidad a la lengua y la cultura catalanas.

			La pelea fue dura, noble y legítima. Todavía me acuerdo de la inmensa manifestación del 11 de septiembre de 1977 —yo estaba allí con mi madre y mi hermana— para reclamar esa autonomía. Fue posible gracias a hombres como Josep Tarradellas, Jordi Pujol o Joan Raventós —un querido amigo, dirigente socialista y embajador en París—, pero también gracias a la Constitución de 1978, que tanto le debe a dos catalanes —Jordi Solé Tura y Miquel Roca—, al rey Juan Carlos y a estadistas como Adolfo Suárez y Felipe González. A todos estos responsables políticos —sin olvidar a Santiago Carrillo— que pusieron por delante el interés general y la unidad de España en la diversidad y la democracia. Pero el esplendor de Cataluña no habría sido posible sin Barcelona y sin los Juegos Olímpicos de 1992, con la implicación de todos, la del gobierno de Felipe González, la de Juan Antonio Samaranch, presidente del Comité Olímpico Internacional y muy apegado a su ciudad, y por supuesto la de Pasqual Maragall, otro gran catalán, alcalde visionario y entrañable. Nadie debe olvidar esta historia plural que le debe tanto a Cataluña como al resto de España.

			Esta historia y esta comunidad afectiva y cultural incomodan a los independentistas catalanes de hoy. Quieren desentenderse de ella, quieren extirpar de sí mismos no solo la parte hispánica, sino también la europea. Su huida hacia delante no obedece a un proyecto positivo, sino a un plan de erradicación.

			Porque, a fin de cuentas, ¿qué proyecto positivo podría llevar a cabo la independencia? ¿Sería un proyecto cultural? Pero el uso del catalán hace ya tiempo que se ha implantado en Cataluña. ¿Sería un proyecto económico? Pero Cataluña, desde hace mucho y todavía hoy, es una región dominante en lo económico, con una de las rentas per cápita más altas de España. ¿Sería un proyecto político? Pero la autonomía catalana, también en el ámbito presupuestario, ha llevado a límites extremos la devolución de competencias, aunque siempre puede haber clarificaciones y avances. No, el proyecto independentista es un proyecto negativo. Aspira a forjar un «Nosotros» contra un «Ellos» cortando todos los lazos hispánicos de la sociedad y hurtándole su verdadera historia. No se trata de promover el catalán, eso ya se ha conseguido desde hace mucho tiempo, sino de reducir la lengua castellana al silencio. No se trata de fomentar la expresión de las tradiciones locales, sino de proscribir los usos y costumbres hispánicos por considerarlos ajenos al genio catalán, cuando no a su genoma. Pretende depurar la memoria colectiva expulsando el legado español, asimilado al atraso y al franquismo.

			Esta reducción al franquismo, con la que los independentistas tratan de arrinconar a cualquiera que se oponga a sus posturas, les supone muchas ventajas. Así pueden hacerse las víctimas. La denuncia de una vuelta al franquismo disfraza de resistencia heroica a la opresión colonial su golpe contra el orden constitucional. «No tinc por»: en efecto, los independentistas tuvieron la osadía de dirigir contra las autoridades constitucionales españolas el lema admirable que gritó la muchedumbre barcelonesa contra la barbarie yihadista tras el atentado de agosto de 2017.

			Con sus continuas alusiones, manidas hasta el ridículo, a la Guerra Civil española, los independentistas disimulan sin mucho esfuerzo su propia violencia intelectual, que tilda de fascista a todo el que se les ponga por delante. Mi amigo Albert Boadella, que con Els Joglars no se ha cansado de lanzar andanadas críticas y satíricas contra el poder establecido en Madrid y Barcelona, así como contra la religión, que estuvo preso y se exilió en Francia durante los años setenta, ha sido blanco hoy, junto con muchos otros (pienso también en Serrat), de esa acusación infame. Semejante mascarada sirve sobre todo para ocultar la verdadera naturaleza del separatismo, etnicista, xenófobo y supremacista, confirmada por los escritos del nuevo presidente de la Generalitat que insiste en la idea de que los catalanes no tenemos nada que ver con esos subdesarrollados y subsidiados del resto de España. Lo cual no tiene nada que ver con la auténtica identidad catalana, abierta al mundo. Es significativo, a este respecto, que un peruano, Mario Vargas Llosa, premio Nobel de Literatura y enamorado de Barcelona, se haya convertido en una de las voces más destacadas de la resistencia a la intimidación independentista, junto con la del catalán y socialista Josep Borrell, expresidente del Parlamento Europeo y nuevo ministro de Exteriores del presidente Pedro Sánchez. 

			Muchos catalanes —la mayoría, si nos atenemos a los resultados de las últimas elecciones autonómicas— rechazan una obsesión separatista que consideran, con buen juicio, una automutilación. La importancia de la movilización contra el independentismo del 8 de octubre en Barcelona, convocada por Societat Civil Catalana, con su mezcla de banderas españolas, catalanas y europeas, es una buena muestra. 

			A diferencia del referéndum escocés del 18 de septiembre de 2014, que se celebró en un marco legal (acuerdo Cameron-Salmond firmado en Edimburgo el 15 de octubre de 2012), la organización de la consulta del 1 de octubre puso a la democracia española ante el hecho consumado, saltándose la legalidad a propósito. Se planteó como un desafío al orden constitucional español. Consideró nulas y sin validez todas las resoluciones judiciales dictadas al respecto, empezando por las del Tribunal Constitucional. Hizo caso omiso del llamamiento a la razón, a la unidad nacional y a la legalidad lanzado por el rey Felipe VI, que cumplió su función de monarca constitucional, aunque en Cataluña algunos esperaban también un mensaje apaciguador.

			La independencia requeriría una enmienda de la Carta Fundamental que fue aprobada por amplia mayoría en Cataluña y también por todo el pueblo español. La Constitución no se puede enmendar y menos aún derogar con una consulta ilegal, chapucera, en la que no ha participado la mayoría del censo electoral catalán. Los independentistas no se molestaron en medir las consecuencias de una aventura de la que fueron rehenes, directamente, 7,5 millones de personas, e indirectamente España y Europa. Europa debe aprender la lección de esta resurgencia de una enfermedad antigua. Cuando se expulsa la nación, el nacionalismo vuelve al galope con formas degradadas, miniaturizadas, pero virulentas. 

			¿Cuál es el hilo conductor de estas incongruencias? El odio al Estado-nación. ¿Quién va a pensar que liquidando las viejas naciones surgirá un mundo libre de sus viejos demonios? Cuando el presidente francés, Emmanuel Macron, está hablando de la ciudadanía y la soberanía europea, ¿cómo va a crearse un demos europeo si los catalanes ya no quieren «hacer nación» con los españoles, si quieren «hacer nación» aparte? ¿Qué ciudadanía supranacional se va a construir con ladrillos nacionales rotos en pedazos? Cuando lo que Europa necesita es fuerza y unidad, en un mundo inestable e inquietante.

			¿En qué acabaría un proceso separatista que sigue en sus trece, con su extraña proclamación de independencia «suspendida»? En una partición unilateral, impuesta con dolor y a costa de disturbios que mañana pueden ser violentos y degenerar en enfrentamientos. En una fuerte crisis económica generada por la incertidumbre que combinaría huida de inversores y pánico bancario, monetario y financiero. En un control estricto de la sociedad catalana a la que los independentistas, en contra de todos los demás, pretenden meter en el redil del autismo identitario. En un divorcio con el mundo hispanohablante. En una división profunda y duradera de la sociedad catalana. En una ruptura con Europa, porque esta no aceptará nunca el golpe, con todas las consecuencias aduaneras, monetarias, fiscales, migratorias e institucionales que acarrearía el extrañamiento inmediato de Cataluña y la larga espera posterior en la cola de las peticiones de admisión. Este guion regresivo, en el que todos pierden, fue totalmente escamoteado durante la «campaña por el referéndum». Por eso en otoño de 2017, a demanda de Societat Civil Catalana, decidí dar un paso al frente. Con Mario Vargas Llosa y Josep Borrell, pero también con Inés Arrimadas, Albert Rivera, Miquel Iceta y Josep Piqué, con militantes políticos, con sindicalistas e intelectuales, hemos defendido una idea determinada de Cataluña, de España y de Europa. Y sobre todo de vivir juntos.

			¿Qué puede negociar el Estado español con una parte que tiene el unilateralismo como línea de conducta? En realidad solo se podrían negociar las formas de secesión. El 10 de octubre Carles Puigdemont y la mayoría independentista del Parlamento catalán no hicieron la menor concesión sobre la independencia, que consideraban un hecho después del 1 de octubre. El «diálogo» que proponían a Madrid solo podía referirse al calendario y los detalles prácticos de la salida de España, lo cual, evidentemente, es inaceptable para las autoridades constitucionales españolas. La aplicación del artículo 155 de la Constitución y la respuesta de la justicia —cuya independencia todos reconocen— eran inevitables. La respuesta de las instituciones europeas, en especial por boca de Jean- Claude Juncker, presidente de la Comisión, de Antonio Tajani, presidente del Parlamento Europeo, y de los principales jefes de Estado y de gobierno, puso fin al sueño o a la pesadilla de una Cataluña independiente dentro de la Unión Europea y de la zona euro. La Unión Europea ha rechazado tajantemente, y debe seguir haciéndolo, las pretensiones de los independentistas. Su respuesta ha sido firme ante unos acontecimientos que amenazan gravemente la perennidad de Europa.

			La firmeza de la Unión Europea y del Estado español y su democracia no excluye en absoluto el diálogo con todos los que respeten el Estado de derecho y los principios democráticos. Este es el sentido de las primeras medidas del Gobierno Sánchez. Hay mucha tarea por delante para reformar España, mantener su unidad sin descuidar su diversidad, luchar contra la corrupción que ha contaminado a una parte de los responsables políticos españoles y catalanes, y restablecer el pacto social, quebrantado por una crisis económica sin precedentes. Aún se puede hacer mucho para aprovechar las bazas de Cataluña y de esa marca mundial excepcional que es Barcelona. Se puede hacer mucho para restaurar un clima de tolerancia en la sociedad catalana hoy dividida, fracturada, en cada una de sus familias. También harán falta señales fuertes de Madrid dirigidas a Cataluña y Barcelona que restablezcan la confianza. Se necesitará tiempo, valor, grandeza de ánimo y diálogo. De ahí mis compromisos múltiples basados en convicciones firmes, el respeto a todos y cada uno y la voluntad de reconciliación.

			Volvamos a la sardana. Se baila en corro con los brazos levantados, cogiendo la mano del vecino o la vecina para formar una cadena humana, mientras que el compás, solemne y alegre a la vez, requiere que los danzantes mantengan una excelente sincronización, con un verdadero sentido del ritmo. Visto de lejos todo parece fácil, pero de cerca uno se lo piensa dos veces antes de meterse en el corro y en el torbellino. Cuando miraba a mi padre bailar delante de la catedral de Barcelona nunca imaginé que la cadena pudiera romperse por la voluntad de unos catalanes. Por tanto, cada uno de nosotros tiene una tarea por delante que permita restaurar todos los eslabones de esta cadena. Tal es el sentido de este libro colectivo que, además de hacer la anatomía del procés con un repaso de los momentos cruciales de esta crisis, da pistas para salir de ella. Soy optimista, porque creo en la capacidad de Cataluña y España para seguir construyendo un destino común. 


		

	
		
			Nota introductoria de los editores

			 

			JOAQUIM COLL, IGNACIO MOLINA Y MANUEL ARIAS MALDONADO

			 

			 

			El llamado procés designa un periodo concreto, que duró algo más de cinco años a partir del 11 de septiembre de 2012, en el que el nacionalismo catalán asumió la ruptura y construcción de un nuevo Estado como un objetivo factible a muy corto plazo. Esta audaz pretensión desencadenó unos movimientos políticos de enorme calado que, además de dominar —y tensionar— por completo la vida en Cataluña, acabaron provocando una grave crisis constitucional que atrajo la atención exterior. Fue entonces cuando fracasó una estrategia basada en la idea, algo ingenua pero nada pacífica, de que la independencia podía alcanzarse de manera rápida y segura, forzando al Gobierno español a aceptar un referéndum de autodeterminación o, en su defecto, haciéndolo de forma unilateral. 

			Tras el clímax alcanzado por los partidos secesionistas con la votación del 1-O, celebrada pese a las numerosas resoluciones judiciales en su contra y el torpe uso de la fuerza policial, se constató que en absoluto existían las condiciones fácticas para imponer la separación del resto de España; tampoco se produjo el escenario de negociación y mediación internacional en el que creían los dirigentes nacionalistas. A la declaración unilateral de independencia (DUI), efectuada finalmente el 27 de octubre, le siguieron la inmediata y relativamente tranquila aplicación del hasta entonces inédito artículo 155 de la Constitución, la intervención de la Generalitat, la destitución de todo el Govern y la convocatoria de nuevas elecciones. Es decir, el procés como tal terminó tras la suma de acontecimientos políticos, económicos, sociales y judiciales vividos en el arranque de aquel otoño.

			Los resultados en las elecciones autonómicas de diciembre de 2017 y la designación por una exigua mayoría parlamentaria del ultranacionalista Joaquim Torra como president en mayo de 2018 pueden abonar la idea de que el procés aún no ha finalizado. Sin embargo, nos parece claro que sí está cerrado el ciclo político guiado por la promesa de llegar a la República catalana a partir de la simple voluntad de la mitad más uno de los diputados del Parlament. Una promesa irrepetible porque ahora ya son evidentes las enormes flaquezas de tal estrategia. En contra de lo que anunciaban sus defensores, se ha comprobado que no era posible construir estructuras de Estado de forma subrepticia; que avanzar por esta vía pone en grave riesgo el autogobierno o la prosperidad económica; y, por encima de todo, que existe una profunda y tozuda división social en torno a la cuestión. Más de la mitad de los catalanes se oponen a la secesión y al menos un tercio se muestra cada vez más hostil al discurso nacionalista, que ha sido hegemónico desde los años ochenta. Además de la fractura y el coste internos, se ha demostrado también que, pese a la decepcionante respuesta inicial del Gobierno de Mariano Rajoy, la sociedad y las instituciones españolas son capaces de reaccionar ante el cuestionamiento del orden constitucional y que, a la hora de la verdad, ningún Gobierno extranjero ha apoyado la ruptura.

			En definitiva, la apuesta soberanista no ha tenido los efectos que previeron quienes la impulsaron y, salvo por la espectacular capacidad de movilización de sus partidarios en torno a ese programa de máximos, ha supuesto grandes perjuicios para sus promotores y para la sociedad catalana en general. Ciertamente, el fiasco no ha desactivado su fuerza en las urnas ni en la calle, pero estamos ya situados en otra etapa que todavía está por definir. Siguen abiertos muchos interrogantes sobre cómo abordar el conflicto de fondo que originó este proceso y, de paso, sobre cómo renovar uno de los pactos esenciales de nuestra convivencia: aquel que, desde 1978, combina unidad, pluralidad y descentralización territorial. Sin embargo, a la luz de todos los factores en juego, no es un mero ejercicio de optimismo aventurar que, aunque sea muy lentamente, el discurso político catalán se irá desplazando desde el decisionismo independentista hacia el intento de construcción de una mínima transversalidad y respeto a las leyes. Hay otras evoluciones posibles, pero esa sería la única compatible con una democracia avanzada y europea como la nuestra tras constatarse que la unilateralidad ha decepcionado a quienes con tanto entusiasmo la apoyaban, ha hecho sentirse excluida a la mitad de los ciudadanos a los que supuestamente convocaba y ha exasperado a la gran mayoría de los españoles. 

			El nacionalismo se resistirá a esa evolución y gran parte de sus defensores puede que no abandonen nunca posiciones extremas. No obstante, incluso en ese caso, a la hora de pensar en la independencia mirará más bien a lo que pudo ser y no fue en octubre de 2017. Es decir, mirará más —ya lo está haciendo— al ayer que al mañana. A falta de estrategia, su refugio será el victimismo y el resentimiento. La llamada hecha por Torra a iniciar un proceso constituyente como epílogo del referéndum ilegal del 1 de octubre es exactamente eso: seguir dando vueltas a ninguna parte. En cambio, la llegada de Pedro Sánchez a la Moncloa, que ha significado de entrada un cambio en las formas, supone un factor más de debilitamiento estructural del separatismo, abre una nueva etapa en la política española (junto al adiós de Rajoy al frente del PP) y permite evidenciar con más fuerza el fin del procés. Lo que venga a partir de ahora será otra cosa.

			Asumiendo así el procés como un acontecimiento pasado, aunque traiga aparejados innumerables desafíos de futuro, este trabajo colectivo propone trazar una anatomía desde su génesis hasta su desenlace, pasando por su desarrollo. El objeto de estudio es, por tanto, el quinquenio 2012-2017 considerado como una unidad, sin perjuicio de su desagregación en diferentes fases y en sus aspectos internos y externos. Se trata de un esfuerzo por ofrecer un enfoque de síntesis y, a la vez, un análisis pluridisciplinar con aproximaciones de tipo histórico, económico, politológico, sociológico y jurídico. Como coordinadores, hemos tenido la suerte de contar con la contribución de expertos y expertas de primer nivel, que en este tiempo han reflexionado tanto en el trepidante día a día de los medios de comunicación como en el más pausado de las revistas científicas. Además, los distintos capítulos fueron debatidos durante cuatro intensos días del pasado mes de julio en Santander, en el marco de un curso de verano de la Universidad Internacional Menéndez Pelayo organizado con la colaboración de la Fundación Joan Boscà. 

			En el capítulo de agradecimientos también hay que subrayar la confianza mostrada por la editorial Debate. Asimismo, debemos un reconocimiento a las dos destacadas figuras públicas catalanas, de indudable proyección europea, que colaboran con el prólogo y el epílogo. Solo falta dar las gracias a quien ahora nos lee por su interés y aclararle que, aunque se enfrenta a una obra que puede también ser útil en el debate académico, está escrita como un ensayo dirigido al gran público y para enriquecer la conversación colectiva sobre el desafío en el que hemos estado inmersos estos años. Un desafío que, al margen del fracaso del muy defectuoso proyecto que había diseñado el soberanismo, no hemos sabido resolver por ahora de modo satisfactorio y que, en el corto plazo, no tiene visos de mejorar. Sepa el lector, finalmente, que en ningún caso la posición del libro es neutral frente al objeto de estudio, pero está basada en el rigor intelectual y se mueve ante todo por el deseo de comprenderlo y explicarlo.

			 

			Barcelona, Madrid y Málaga, verano de 2018


		

	
		
			El procés


			De la ilusión a la insurrección frustrada

			 

			JOAQUIM COLL

			 

			 

			UN INTENTO DE DEFINICIÓN


			 

			Es posible que fuera Artur Mas el primero en hablar de procés para designar el periodo en el que ha estado inmersa Cataluña en el último lustro. En concreto, el que fuera president habló en septiembre de 2012 de empezar «un procés de gran envergadura i complexitat cap a l’autodeterminació», que rápidamente quedó acortado por razones de economía del lenguaje a mero procés. En cualquier caso, entre 2012 y 2017, la política catalana estuvo absolutamente dominada por la promesa que hicieron los líderes soberanistas de alcanzar la independencia, situando al Parlament y al Govern fuera del orden constitucional. Esa rebeldía institucional se intentó legitimar mediante una estrategia de desbordamiento social que hiciera inviable la reacción del Estado y mantuviera inmóvil a la sociedad catalana no secesionista. 

			La unilateralidad fue consustancial al procés. En ausencia de legitimidad jurídica, lo que se quiso lograr fue una secesión de hecho, aunque los políticos independentistas, nada seguros de poder materializarla, usaron esa amenaza para obligar al Estado a aceptar la celebración de un referéndum de autodeterminación vinculante y buscaron para ese objetivo apoyos en la comunidad internacional y la simpatía de la opinión pública europea. El procés fue una mezcla entre aquello que sus líderes prometieron hacer desde la Generalitat, es decir, la creación en un plazo determinado de mecanismos y estructuras para hacer efectiva la independencia, y un reajuste táctico permanente con el fin de estimular un escenario de confrontación social entre la legalidad constitucional y la arrogada legitimidad soberana del Parlament. Fue un intento por forzar un cambio del estatus jurídico de Cataluña utilizando todos los resortes del poder autonómico. El procés sumergió a la política catalana en un crescendo de tensión que polarizó a toda la sociedad y arrastró finalmente a España entera a su peor crisis política desde 1977. 

			Habiendo fracasado ese ensayo de revolución política, lo que en términos kelsenianos podría calificarse de golpe de Estado, debemos circunscribir el procés a un tiempo histórico concreto. De eso se trata aquí, de historiarlo. En síntesis, este empieza en 2012 con el imperativo de llevar a cabo una consulta soberanista junto al desarrollo de un exhaustivo plan sobre cómo hacer efectiva la independencia desde las instituciones de autogobierno. Prosigue en 2015 con la convocatoria de unas elecciones en clave plebiscitaria, y culmina en 2017 tras el referéndum ilegal del 1 de octubre y dos declaraciones deliberadamente confusas de independencia. El fracaso se consuma con el cese de todo el Govern y la disolución del Parlament para convocar elecciones autonómicas en aplicación del artículo 155 de la Constitución por parte del Gobierno español. 

			A efectos narrativos, y con el fin de ordenar un periodo de tiempo relativamente breve pero intenso, apuesto por dividir el procés en tres fases, nombrándolas por su principal característica: ilusión, desconcierto e insurrección.

			 

			 

			ILUSIÓN 


			 

			La voz de la calle

			 

			La ilusión secesionista eclosionó en la Diada de 2012, tras la multitudinaria manifestación convocada por la Assemblea Nacional Catalana (ANC) bajo el lema «Catalunya, nou Estat d’Europa». Fue la primera gran demostración de fuerza, que desde entonces se repitió cada año, convirtiéndose en una exhibición festiva ejecutada con orden, precisión y colorido. La capacidad de movilización será esgrimida en adelante por el mundo independentista como prueba de la voluntad secesionista de la sociedad catalana. Como ha escrito la corresponsal de Le Monde, Sandrine Morel, que ha cubierto todas las diadas desde 2012, su finalidad era «impresionar al mundo entero, presionar a los políticos catalanes, lograr nuevos adeptos y motivar a los ya ganados».[1] Para el libro Guinness de los récords quedará la mayor cadena humana de la historia: fue en 2013, cuando alcanzó más de trescientos kilómetros, que atravesaron Cataluña de norte a sur. También fue gigantesca la manifestación de 2014 que formó una V (de «victoria», claro) de unos once kilómetros en el cruce de las dos principales avenidas de Barcelona. En ambos casos, las cifras oscilan entre los 750.000 y los 900.000 participantes, según los cálculos más rigurosos, aunque los medios soberanistas hablaron del doble o más.[2] Pese a la guerra de cifras, las manifestaciones soberanistas han sido las exhibiciones políticas de masas continuadas más importantes celebradas en Europa occidental después de la Segunda Guerra Mundial.

			El 25 de septiembre de 2012, Artur Mas justificó en el Parlament la necesidad de adelantar las elecciones como consecuencia de la manifestación del 11 de septiembre, en la que, según él, participaron un millón y medio de personas. Obedecer «la voz de la calle» fue la primera y principal razón esgrimida para iniciar un proceso de autodeterminación que él no contemplaba en 2010, cuando alcanzó la presidencia, pero que ahora consideraba inevitable. A ello se añadía el «portazo» (así lo titularon algunos medios) del presidente español, Mariano Rajoy, a la exigencia de pacto fiscal que Mas le había formulado en la Moncloa cinco días antes. Desde CiU se pretendía una fórmula de financiación especial para Cataluña parecida al concierto vasco, a pesar de que el modelo en vigor para todas las autonomías de régimen común había sido impulsado por el Govern anterior, el tripartito de izquierdas presidido por José Montilla. Aprobado en 2009 y de vigencia quinquenal, supuso una mejora sustancial para las arcas de la Generalitat y situó a Cataluña en la media de la financiación autonómica, pese a que a partir de 2010 la crisis dio al traste con las previsiones de recaudación. 

			Como explica en su capítulo Joan Llorach, el peso del argumento económico, con los cacareados 16.000 millones del «expolio fiscal», jugará un papel de primer orden para ensanchar la base social del independentismo. En marzo de 2012, el conseller de Economía, Andreu Mas-Colell, relanzó el estudio de las balanzas fiscales y, meses después, se hizo viral el vídeo Stop Espoli, donde aparecían nueve personalidades académicas relevantes denunciando un maltrato económico sin parangón en el mundo. Como explica Lluís Bassets en su contribución a este libro, los medios de comunicación y las redes sociales han sido las «armas» del procés. Por su parte, la «clerecía» catalana, a menudo exhibiendo credenciales universitarias de prestigio internacional, ha jugado un rol clave en la legitimación de la independencia como algo justo, posible e indoloro.[3]

			Aunque la cita del 25 de noviembre era en forma de elecciones ordinarias, Mas les otorgó un carácter casi plebiscitario, con lo que pretendía obtener nada menos que una «mayoría indestructible». Lo que iba a dirimirse, decía, no era la elección de un líder o un partido para gobernar la autonomía, sino la posibilidad de que «el conjunto del pueblo de Cataluña decida su futuro como nación». Y para dar mayor credibilidad a su apuesta declaró que, una vez se hubieran alcanzado los «objetivos nacionales», como máximo en dos legislaturas, él no volvería a presentarse a la presidencia de la Generalitat. Su pretendida humildad se dio de bruces con el cartel de campaña, en el que aparecía con los brazos extendidos por encima de un mar de agitadas banderas —recordando a Charlton Heston en el papel de Moisés— junto al lema «La voluntat d’un poble». Pese a tanta épica de peliculón, el adelanto electoral fue un estrepitoso fiasco para Mas y su coalición, que perdieron doce de sus sesenta y dos diputados.

			Antes de entrar a analizar sus consecuencias, hay que detenerse en la pregunta del millón: ¿qué condujo al líder de Convergència a embarcarse en una aventura tan incierta, a emprender ese viaje a Ítaca, como le gustaba decir? ¿Por qué se desdijo de su posición política anterior sobre las condiciones objetivas para iniciar un hipotético proceso soberanista? En 2007, Mas afirmó que «para pedir la independencia haría falta, como mínimo, el 66 por ciento de los votos, los dos tercios de los diputados necesarios para cambiar el Estatuto». Y a finales de 2011, meses antes del inicio del procés, había rechazado en una entrevista en TV3 «un planteamiento cortoplacista que pase por dividir la sociedad catalana en dos mitades». Se lo dijo nada menos que a Mònica Terribas, una periodista conocida por su militancia independentista, cuyo papel como portavoz, guía o censora del soberanismo sería muy relevante, al igual que el de otras estrellas mediáticas, como Jordi Basté, Toni Soler, Pilar Rahola o Antoni Bassas; todas ellas, por cierto, magníficamente retribuidas en radio y televisión. Saber qué hizo variar la posición de Mas es una de las claves para entender hasta qué punto el procés fue el resultado de una operación impulsada desde el poder político. 

			 

			 

			Artur Mas se hace independentista

			 

			No hay un único factor, sino el cruce, por lo menos, de tres elementos, si bien el estrictamente político fue el motor principal. En las autonómicas de 2010, CiU logró desplazar al tripartito de izquierdas, pero se quedó lejos de la mayoría absoluta. Aunque obtuvo la abstención del PSC para la investidura, Mas acabó acordando los dos presupuestos de esa corta legislatura con el PP, con quien cerró en junio de 2011 un pacto más amplio que incluía el gobierno de la Diputación de Barcelona y diversas alcaldías. En medio de una situación económica muy delicada, con una deuda pública desbocada y un fuerte déficit presupuestario, fueron unas cuentas de ajuste del gasto (el 20 por ciento en dos años) y de importantes recortes sociales.[4] 

			Entre tanto, Mariano Rajoy accedió a la Moncloa a finales de 2011. Aunque CiU votó en contra de su investidura, ambos grupos se apoyaron mutuamente más allá de los presupuestos. Los nacionalistas catalanes votaron en Madrid a favor de la amnistía fiscal, la Ley de Estabilidad Presupuestaria (que incorporaba un mecanismo para intervenir las comunidades autónomas que incumplieran el déficit) y la reforma laboral, pese a que el PP disponía de una holgada mayoría absoluta. El influyente programa humorístico Polònia, de TV3, caricaturizó la entente entre Mas y Alicia Sánchez-Camacho, la líder del PP catalán, como un amor político de conveniencia del que el primero quería huir cuanto antes. El apoyo de CiU al PP en esos años posteriores a la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatuto demuestra que esa nunca fue la verdadera causa del giro soberanista del nacionalismo catalán, sino solo el pretexto. 

			Paralelamente, en 2011 surgió, en la madrileña Puerta del Sol, el movimiento de los «indignados» o del 15-M. En Cataluña impactó también con mucha fuerza, pese a que fue recibido por el soberanismo con reticencia, pues no enarbolaba esteladas y situaba el debate estrictamente en el eje social. El 15 de junio, día en el que iban a votarse «los presupuestos de los recortes», Mas tuvo que acceder al Parlament en helicóptero para sortear a varios miles de personas que rodeaban el parque de la Ciutadella. Diversos diputados fueron increpados y atacados por algunos grupos de manifestantes y la cosa acabó en un enfrentamiento con los mossos que ocasionó decenas de heridos. Semanas antes, se había producido el desalojo del campamento de los indignados en la plaza de Catalunya, con graves incidentes que acabaron en los tribunales de justicia y con la petición de cese del conseller de Interior, Felip Puig, por parte de la oposición. 

			¿Tuvo el procés como objetivo esconder las consecuencias de los recortes y esquivar la protesta social? En otras palabras, ¿se habría producido el giro soberanista sin la crisis? Es evidente que sin ese escenario de fondo, las cosas se habrían desarrollado de otro modo. Es innegable que el procés ayudó a desviar las responsabilidades por el ajuste presupuestario de la Generalitat y abrió para una parte de las clases medias y altas un horizonte frente a la crisis. La independencia se convirtió en una utopía activa, en un agarradero de esperanza que también resultó muy atractivo para una parte de la izquierda política y social. La entrada del nacionalpopulismo en España, mucho antes de la irrupción de Podemos, llegó con el procés. Sobre ello nos habla Aurora Nacarino-Brabo en este volumen. El entonces conseller Santi Vila confesó en diciembre de 2014 que «sin un relato en clave nacionalista, sin un proyecto ilusionante, hubiera sido imposible resistir unos ajustes de seis mil millones». En septiembre de 2012, Mas consideró que las condiciones estaban maduras para un adelanto electoral que le proporcionase esa «mayoría indestructible». La excusa que arguyó en el Parlament, junto a la manifestación de la Diada y la afrenta del Estatuto recortado, fue el rechazo de Rajoy al pacto fiscal, una petición que el president sabía de antemano condenada al fracaso en medio de la crisis del euro. A su regreso de Madrid, entre gritos de independencia, le esperaban en la plaza de Sant Jaume un grupo de intelectuales, los sociólogos Salvador Giner y Salvador Cardús, el politólogo Ferran Requejo y el filósofo Xavier Rubert de Ventós, que le animaron a convocar elecciones. 

			Pero no fue el miedo a un desbordamiento social lo que llevó a Mas a cambiar el envoltorio de sus políticas business friendly por las independentistas, sino el pánico a repetir el guion de la última legislatura de Jordi Pujol: dependiente de los apoyos del PP en Barcelona, pero irrelevante en Madrid frente a la mayoría absoluta de la que disfrutaba José María Aznar en el año 2000. Tres años después, el apoyo de ERC al PSC para investir a Pasqual Maragall y formar el primer tripartito no se explica sin ese «pecado» de la última etapa de Pujol. Una década más tarde, los convergentes tenían bien aprendida la lección, un error del que Mas era muy consciente tras haber pasado siete años en la oposición pese a haber obtenido siempre más diputados que el PSC. Por todo ello, el núcleo duro de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), aconsejado por periodistas influyentes como José Antich, entonces director de La Vanguardia, vio la oportunidad de librarse de esa molesta dependencia pepera, trazar un plan soberanista estimulante con el que obtener una cómoda mayoría y desviar la presión social por la crisis hacia otros objetivos. 

			Por último, no hay que olvidar hasta qué punto influyó también la voluntad de tapar los sucesivos escándalos de corrupción desde que estalló el caso Palau, en 2009, hasta el que protagonizó Oriol Pujol Ferrusola a mediados de 2012, siendo secretario general de CDC, por la trama de las ITV. Dos años después, Pujol padre confesaría en una carta pública que durante tres décadas había tenido dinero oculto en el extranjero. Con ello, no solo acabó de identificar su legado político con la corrupción, sino que CDC se vio obligada a refundarse más tarde como Partit Demòcrata Europeu Català (PDeCAT). En definitiva, tapar la corrupción fue otro importante estímulo para sumergirse en un sueño de ruptura que, en el mejor de los casos, eliminaría las causas judiciales en curso y, a corto plazo, servía para envolver esos escándalos en una manta de indulgencia patriótica. No obstante, afirmar que el procés arrancó por el famoso 3 por ciento no se corresponde con el orden de los factores, en el que por encima de todo se sitúa el miedo de Mas a una nueva dependencia política del PP en el marco de un contexto social marcado por una crisis inacabable. Todo ello sin olvidar que el humus sociológico y cultural del procés se gestó con anterioridad, que actuaba como fuerza tractora de un «largo proceso» tal como Jordi Amat explica en su capítulo.

			 

			 

			
CiU en la ratonera de ERC


			 

			La noche del 25 de noviembre del 2012, Mas estuvo muy cerca de dimitir tras perder ocho puntos, noventa mil votos y doce diputados. Sin embargo, rápidamente se fijó el relato de que ese accidental retroceso quedaba subsanado por el auge de ERC, e incluso por la entrada de una fuerza completamente nueva, la Candidatura d’Unitat Popular (CUP), una amalgama de colectivos antisistema de base municipal netamente independentistas. O sea, que la voluntad de producir un cambio histórico no quedaba afectada o dañada por el pinchazo de CiU, sino reequilibrada en cuanto a sus protagonistas y, en realidad, confirmada con una mayor dosis de radicalidad y pureza. El objetivo de iniciar un proceso de autodeterminación, enmascarado todavía bajo la fórmula del «derecho a decidir», justificó así la alianza con ERC y la supervivencia de Mas. 

			En relación con los republicanos, hay que destacar que habían cambiado de liderazgo tras el batacazo electoral de 2010, que supuso el entierro sin gloria de los tripartitos. A Joan Puigcercós y Joan Ridao les sucedieron Oriol Junqueras y Marta Rovira en la dirección de ERC, lo que en clave interna implicó un giro de prioridades: el eje nacional, nuevamente por encima de la confrontación derecha-izquierda. La radicalización soberanista llevó a los republicanos a recuperar posiciones, convirtiéndose por primera vez en la primera fuerza de la oposición, con veintiún diputados, uno por delante del PSC. Un Junqueras con aire de capellán, sin aristas políticas, ganó votos en la abstención, arrebató casi todos los apoyos perdidos por CiU y engulló a Solidaritat Catalana per la Independència, que dos años antes, liderada por el expresidente del Barça Joan Laporta, había obtenido cuatro diputados. Ahora quedó fuera del Parlament, pese a que Alfons López Tena, cabeza de lista en 2012, era el autor de la icónica frase «Espanya ens roba». 

			En diciembre, ERC y CiU rubricaron el llamado «Acord per a la Transició Nacional», en el que se afirmaba que el pueblo de Cataluña había mostrado «tanto en la calle como en las urnas» querer decidir libremente su futuro, por lo que se iniciaba una de las legislaturas más «trascedentes de la historia». Se recurría a la fórmula del «mandato del pueblo» en forma de un liderazgo «compartido, plural y participativo». Lo más sustancial del acuerdo es que, por un lado, se fijaba 2014 como fecha para llevar a cabo una consulta bajo «el marco legal que la ampare», una letanía que se iría repitiendo para dar a entender que podía existir una legalidad catalana al margen de la española. Y, por otro, se impulsaba la creación del Consell Assessor per a la Transició Nacional para ayudar al Govern en todos los pasos hacia la consulta y el eventual proceso de secesión. 

			En la negociación, ERC exigió que la consulta se realizase antes del final de 2014, aprovechando el gran simbolismo del tricentenario del mítico 11 de septiembre que el catalanismo había convertido en la Diada nacional. Pero en CiU no querían atarse a una fecha, sobre todo los democristianos de Duran i Lleida, incómodos con el juego radical de sus socios y desconfiados de los republicanos, por lo que forzaron incorporar la posibilidad de una prórroga. Junqueras finalmente aceptó, pero se reservó una cláusula según la cual la fecha de la consulta debería ser acordada en cualquier caso por CiU y ERC. 

			A partir de ese momento se entró en una dinámica fuertemente competitiva entre Mas y Junqueras y sus respetivas formaciones, en una especie de subasta para maximizar el apoyo de los electores y hacerse con el control del relato hegemónico. Nada nuevo en la política catalana, pues ya pasó durante el proceso de reforma del Estatuto, pero ahora con mayor intensidad. En adelante, la sobrepuja dentro del espacio soberanista sería una constante, con la participación de actores sociales nuevos que agitarían la calle y presionarían desde los medios y las redes sociales para llevar el procés hasta sus últimas consecuencias, tal como explica Astrid Barrio en su contribución a este libro. El funcionamiento de esta dinámica de subasta es fundamental para entender por qué siempre que hubo posibilidades de reconducir la aspiración secesionista fuera de la unilateralidad, nadie se atrevió a hacerlo. 

			 

			 

			En el horizonte del 2014

			 

			La legislatura bautizada como de «transición nacional» empezó con una declaración de soberanía, aprobada en enero de 2013, que afirmaba que Cataluña era un «sujeto jurídico y político soberano» que quería ejercer su «derecho a decidir», lo que, como argumenta Rafael Arenas en el capítulo dedicado a analizar la construcción jurídica del procés, es el elemento nuclear que utiliza el nacionalismo catalán para legitimar el proceso de secesión. Meses antes, el Parlament se había disuelto, no sin antes aprobar otra declaración solemne en la que se afirmaba el «derecho imprescriptible e inalienable de Cataluña a la autodeterminación». Si entonces el Gobierno español hizo oídos sordos, esta vez la envió al Tribunal Constitucional, que la declaró nula en marzo del año siguiente, aunque en su extenso auto quiso dejar claro que cabía una lectura posible del «derecho a decidir» si se respetaban los cauces de reforma constitucional establecidos y los principios a los que la propia declaración apelaba (diálogo, legitimidad democrática, legalidad, pluralismo, etc.). Fue una sentencia que logró la unanimidad de sus miembros, que eran muy conscientes, empezando por su presidente, Francisco Pérez de los Cobos, de la crisis abierta en Cataluña y la necesidad de proteger al Alto Tribunal de la estrategia de deslegitimación del soberanismo.

			En febrero se constituyó el Consell Assessor per a la Transició Nacional (CATN), presidido por Carles Viver Pi-Sunyer, exvicepresidente del Tribunal Constitucional, y formado por catorce miembros más, principalmente profesores en derecho, sociología, economía y política, como Germà Bel, Carles Boix, Ferran Requejo o Salvador Cardús. Su objetivo era resolver las dudas sobre cómo materializar la secesión en todas las cuestiones, desde la hacienda hasta el agua y la energía, pasando por el poder judicial, el reparto de activos y pasivos, la política monetaria o los tratados internacionales, y tanto si se llegaba a un acuerdo con el Estado español como si no. El CATN redactó dieciocho extensos informes, que constituyeron el libro blanco de la independencia, con el propósito de afianzar la idea de que el proyecto secesionista no dejaba ningún cabo suelto. 

			El primer estudio del CATN, hecho público en julio de 2013, fue dedicado íntegramente a detallar cómo realizar una consulta de secesión y, en caso de que las autoridades españolas no la permitiesen, cuáles serían las alternativas para obtener un mandato democrático que avalase la independencia. Ese informe fue la guía que llevó a pedir al Congreso la delegación de la transferencia para celebrar una consulta por la vía del artículo 150.2 como paso previo a la aprobación de una nueva ley de consultas que permitiese convocar la votación soberanista pactada entre CiU y ERC. En ese trabajo también figuraba la alternativa de las elecciones plebiscitarias y todos los requisitos para una declaración unilateral de independencia (DUI). De forma general, todos los escenarios estaban previstos, así como todas las posibles respuestas obstaculizadoras del Estado. Carles Viver se convirtió en el arquitecto intelectual de la transición nacional; primero, al frente del CATN y, después, en diferentes cargos del Govern, con una retribución siempre muy generosa. 

			 

			 

			Del derecho a decidir a la pregunta del 9-N

			 

			En junio se constituyó el Pacte Nacional pel Dret a Decidir (PNDD), una plataforma formada por un amplio abanico de entidades sociales, culturales, deportivas y económicas, así como de instituciones, ayuntamientos y fuerzas políticas, para impulsar la consulta e involucrar a toda la sociedad. Sin embargo, el derecho a decidir sufrió de entrada una pérdida significativa con el desmarque del PSC bajo la dirección de Pere Navarro. Los socialistas vivían desde 2010 una situación de enorme debilidad por la pérdida de su gran poder institucional. A la crisis socioeconómica, de la que fueron señalados como responsables, se añadió el fracaso de la reforma del Estatuto, solemnizado cuando Montilla se puso al frente de la manifestación de protesta en julio de 2010. 

			En ese contexto de desconcierto, el PSC había asumido vagamente en su programa electoral de 2012, en extraña convivencia con el federalismo, la idea de una consulta «legal y acordada» y la fórmula del derecho a decidir. Por eso, cuando se votó la declaración de soberanía al inicio de la legislatura, una cuarta parte de sus diputados consideraron legítimo abstenerse, desobedeciendo a la dirección del partido, que optó por el voto en contra. A mediados de 2013, la crisis en el grupo parlamentario socialista se agravó con la renuncia de Navarro a participar en el PNDD por considerar que era un instrumento al servicio de la causa independentista. Las críticas de los sectores socialistas partidarios de la celebración de una consulta fueron constantemente amplificadas por los medios, hasta ofrecer la imagen de partido quebradizo que podía acabar rompiéndose o rompiendo su vínculo federal con el PSOE. 

			El lento abandono del derecho a decidir, en favor de una apuesta más definida por el federalismo —que influyó en que el PSOE, liderado por Alfredo Pérez Rubalcaba, en sintonía con Navarro, suscribiera en julio de ese año el acuerdo federal de Granada— acabó produciendo una escalada de escisiones y bajas, sobre todo entre la aristocracia catalanista del PSC, como los exconsellers Montserrat Tura, Ernest Maragall, Joaquim Nadal o Marina Geli, decantados hacia posiciones secesionistas. En enero de 2014, la escisión en el grupo parlamentario se consuma cuando se vota la petición al Estado para que transfiera el poder de convocatoria de un referéndum. La crisis interna se extiende al mundo local no metropolitano, con dimisiones de concejales y ejecutivas locales, dejando muy diezmada la representación socialista en la Cataluña interior, cuando no hacía tantos años, municipios como Olot, Berga o Ripoll habían llegado a tener alcaldes del PSC. Pese a que Navarro dimite en mayo de 2014 como consecuencia de los malos resultados en las europeas y las constantes deslealtades internas, la llegada de Miquel Iceta reafirma el abandono del derecho a decidir y la apuesta por el federalismo.

			Tampoco en ICV-EUiA ni en los sindicatos UGT y CCOO el independentismo era mayoritario, sino que convivía con posiciones autonomistas, federalistas o confederalistas. Su participación en el PNDD se explica por el clima de unanimismo a favor de una consulta y por las presiones internas de los sectores soberanistas que habían pasado a ocupar puestos relevantes en la dirección. Los secretarios generales de los dos sindicatos, José M.ª Álvarez y Joan Carles Gallego se hacen fotos junto a Muriel Casals, presidenta de Òmnium Cultural, en campañas para vincular el mundo del trabajo al derecho a decidir y sus organizaciones se adhieren a todas las diadas independentistas entre 2012 y 2015. Sin embargo, en los encuentros del citado pacto tanto ICV-EUiA como UGT y CCOO se mueven en posiciones muy ambiguas, sin respaldar la secesión, pero sin oponerle tampoco ninguna alternativa.

			A finales de 2013, todavía bajo el impacto de la espectacular cadena humana que quiso emular una iniciativa parecida en los países bálticos para salir del comunismo, el debate mediático pasó a centrarse en la pregunta de la consulta y su fecha. Se buscaba una fórmula clara en los conceptos e inclusiva de todas las sensibilidades, es decir, que diera por superado el statu quo autonómico, pero sin que fuera solo binaria sobre la independencia «¿Quiere que Cataluña sea un Estado? En caso afirmativo, ¿quiere que ese Estado sea independiente?», desveló finalmente Artur Mas el 12 de diciembre, flanqueado en el Palau de la Generalitat por Jordi Turull (CDC), Joana Ortega y Ramon Espadaler (UDC), Oriol Junqueras y Marta Rovira (ERC), Joan Herrera (ICV), Joan Mena (EUiA) y David Fernàndez (CUP). Pero esa doble pregunta encadenada no era ni clara ni inclusiva, sino confusa y fraudulenta. El Estado catalán que se proponía era una incógnita (¿federal o confederal?), pero solo los votantes del sí a algo tan vaporoso como eso podían participar en la única pregunta inteligible: el sí o el no a la independencia. En definitiva, fue una fórmula imaginativa acordada para salir del paso y con unos actores políticos que en su fuero interno no creían que la consulta anunciada para el 9-N, que coincidía con el 25.º aniversario de la caída del Muro de Berlín, pudiera realizarse si el Gobierno español se esforzaba en impedirla. Como por el momento, este era un juego que parecía no tener riesgos, Mas se decidió a enviar una carta al presidente de la Comisión Europea, José Manuel Durão Barroso, y a todos los jefes de Gobierno de los estados de la Unión Europea anunciándoles la fecha y el contenido de la consulta y reclamándoles su apoyo. La Moncloa contestó con el silencio, una inacción que definiría su actitud hasta casi el final, como se detalla en el capítulo escrito junto a Rafael Arenas dedicado a la respuesta que dio el Gobierno y el conjunto del constitucionalismo al procés. 

			 

			 

			2014, el año taumatúrgico

			 

			Si en algún momento la propaganda secesionista desbordó todo lo imaginado fue en 2014. La celebración del Tricentenario se transformó en una llamada a reescribir la historia y a recuperar ese Estado catalán supuestamente abolido por las tropas francocastellanas en la guerra de Sucesión. No solo la Generalitat, sino también el Ayuntamiento de Barcelona, en manos de CiU tras la victoria de Xavier Trias en 2011, gastó toda la pólvora en esa efeméride, convirtiendo el Centre Cultural del Born en el punto cero del maltrato sufrido tras la derrota y haciendo de ese lejano conflicto bélico un argumento histórico de largo recorrido sobre el que cimentar la causa secesionista. 

			Mientras la Cataluña nacionalista se sentía convocada por la historia, el Congreso de los Diputados votaba el 8 de abril en contra de la propuesta de transferir a la Generalitat la posibilidad de convocar un referéndum consultivo, una competencia que la Constitución reservaba al Gobierno español. Fue apoyada por 47 votos, frente a 299 en contra. Minutos después, Mas comparecía para explicar que esa negativa no bloqueaba nada y que el proceso para aprobar una ley de consultas catalanas seguía su curso. A diferencia de 2005, cuando la consulta prevista en el plan Ibarretxe no se llevó a cabo al ser rechazada en el Congreso, el soberanismo catalán enfilaba el camino de la unilateralidad. Un mes después, en las elecciones al Parlamento Europeo de mayo de 2014, ERC se situaba por primera vez desde 1936 en cabeza con el 23,6 por ciento de los votos, seguida muy de cerca por CiU, mientras que los socialistas sufrían un descalabro de 22 puntos (del 36 por ciento en 2009 al 14 por ciento en 2014), irrumpía Podemos y Ciudadanos daba el salto a toda España en rivalidad cainita con UPyD. Pese a que votó menos de la mitad del censo, los resultados reforzaban la lógica de la subasta soberanista.

			A partir de ese momento, no existió ya otra controversia que no fuera discutir si habría o no consulta el 9-N, hasta que el 25 de julio se produjo un terremoto político de gran escala con la confesión pública de Jordi Pujol sobre el origen de un dinero evadido a Andorra. Fue la autodestrucción de un mito, la caída del referente moral del nacionalismo que, por un momento, hizo que la consulta se tambaleara. Pero la gasolina del procés era la ilusión, el entusiasmo, la apoteosis de una política emocional, como señala Manuel Arias Maldonado en su contribución a este libro. En taumatúrgica coincidencia con la celebración del Tricentenario, esas multitudes que llenaron en 2014 como nunca la manifestación de la Diada estaban convencidas de que la historia las había convocado para vivir dos fechas irrepetibles en sus vidas. 

			Sin duda, el hecho de que en Escocia se fuera a celebrar un referéndum legal y acordado solo siete días después de la Diada, el 18 de septiembre de 2014, fue un estímulo extraordinario para el soberanismo e influyó en la elección de la fecha del 9-N. Todas las encuestas apuntaban a una victoria del sí, lo cual hubiera supuesto un primer caso de secesión en una democracia consolidada como el Reino Unido, miembro de la Unión Europea. La secesión escocesa hubiera sido un precedente impagable para los independentistas catalanes, pues habría catapultado sus aspiraciones, como relata Ignacio Molina en el capítulo dedicado a la dimensión internacional de la anatomía del procés. Por eso, el relativamente holgado triunfo unionista supuso un tremendo jarro de agua fría. Agudizó la soledad del independentismo catalán pese a los esfuerzos del Diplocat, un consorcio creado a finales de 2012 entre la Generalitat, los poderes locales y algunas entidades privadas para difundir en el extranjero el derecho a decidir. 

			Al día siguiente del referéndum escocés, el Parlament votó la ley de consultas populares no referendarias, una coincidencia fijada con anterioridad ante la creencia de que la victoria secesionista era segura y que ello les permitiría volar con viento de cola. Pero, tras el chasco escocés, los soberanistas catalanes se olvidaron rápidamente de él y el 27 de septiembre, Mas firmó de forma solemne el decreto para el 9-N con una pluma estilográfica que fue enviada al Museu d’Història de Catalunya ante la previsión de que iba a ser expuesta en el futuro. Dos días más tarde, la consulta quedaría suspendida por el recurso del Gobierno ante el Tribunal Constitucional. 

			Es entonces cuando surgió la astucia tantas veces anunciada por el president y su conseller de Presidencia, Francesc Homs, que consistió en hacer exactamente lo mismo, pero con otro nombre, transformando la consulta en un proceso participativo sin órdenes escritas. Ante ese escenario, el Gobierno se mostró vacilante, aunque al final se decidió a impugnarlo. A las pocas horas de conocerse la nueva suspensión dictada por el Constitucional, el 4 de noviembre, Homs declaró que el Govern pensaba seguir adelante. Ante eso, el Ejecutivo de Rajoy quedó paralizado y el ministro de Justicia, Rafael Catalá, suplicó que la Generalitat se separase del proceso participativo y lo cediese a las entidades civiles. Pero en la reunión del PNDD, su presidente, el exconseller democristiano Joan Rigol, confirmó que la responsabilidad del 9-N recaía completamente en la Generalitat. El domingo, la inacción del Gobierno y de la Fiscalía General permitieron que Mas llegara hasta el final y que afirmara, desafiante, cuando fue a depositar su voto que él era el responsable de todo. Por la noche ofreció, junto a la vicepresidenta Joana Ortega, los resultados de la consulta desde un centro internacional de prensa. 

			El éxito de Mas fue indiscutible y su burla hacia Madrid lo consagró como líder independentista. Al igual que Lluís Companys en 1934, cuando declaró el Estado catalán, una acción con la que buscó reafirmarse ante los suyos, también Mas pudo decir aquello de «Ara ja no direu que no soc catalanista». Ahora bien, la euforia soberanista en la noche del 9-N escondía —y me adelanto al capítulo de Pau Marí-Klose sobre la Cataluña rota por el procés— una fractura interna territorial, etnolingüística y social de enormes consecuencias. 

			 

			 

			DESCONCIERTO


			 

			Desde septiembre, el objetivo de las entidades soberanistas era celebrar elecciones en forma de plebiscito lo antes posible, hasta el punto de que su apoyo al 9-N estaba condicionado a ese escenario. «Tenim pressa» decían. No confiaban en que la consulta pudiera materializarse ni en que la participación pudiera legitimar la secesión, teniendo en cuenta, además, que la votación no era jurídicamente vinculante para el Govern. Con todo, el miedo a la frustración, a que nada sucediese ese día, convirtió a las entidades en las mejores aliadas del sucedáneo de consulta de autodeterminación que lideraba Mas. La campaña «Ara és l’hora» inundó las calles de amarillo y el esfuerzo propagandístico, casa por casa, fue apabullante. Se desarrolló con tanta intensidad que a los ojos de un extranjero parecía que iba a decidirse realmente alguna cosa. 

			Tras el éxito del 9-N, la ilusión dejó paso a un progresivo desconcierto. En los días siguientes resonó la interpelación de Forcadell a Mas: «President, posi les urnes», lanzada en la última Diada y repetida semanas después en un mitin de la ANC y Òmnium para forzar a los partidos a seguir adelante con la consulta y a convocar elecciones inmediatamente. Pero el ultimátum contrariaba los planes de CDC, que temía los efectos electorales de la confesión de Pujol y quería ganar tiempo ante la pujanza de ERC tras las europeas. Artur Mas solo estaba dispuesto a poner las urnas si lograba que Junqueras aceptase una lista unitaria. El batacazo de 2012 le hacía desconfiar de repetir la jugada en solitario. En la conferencia del 25 de noviembre en el auditorio del Fòrum, expuso el plan que en grandes líneas acabaría imponiendo unos meses después a ERC: unas plebiscitarias con una lista unitaria de partidos, pero integrada por personalidades del mundo civil soberanista, para proclamar la independencia en dieciocho meses. Mas aceptaba que la CUP concurriese en solitario, pero exigía que hubiera una lista independentista con la suficiente fuerza para lograr mayoría absoluta. O juntos o nada, le decía a ERC. Cundía el desconcierto entre las bases independentistas y la sensación de que se estaba dejando pasar el momentum después del éxito del 9-N.

			A mediados de enero, Mas y Junqueras, enormemente presionados por las entidades y los medios soberanistas, llegaron a un acuerdo para apaciguar la tensión. El primero hizo un preanuncio de elecciones plebiscitarias para el 27 de septiembre y el segundo se comprometió a aprobar los presupuestos de 2015, y ambos aceptaron compartir la misma hoja de ruta independentista. Por el momento, ERC había conseguido mantener su exigencia de ir en listas separadas, pero las espadas seguirían en alto hasta ver qué ocurría en las municipales de mayo. Los republicanos confiaban en convertirse en la primera fuerza catalana, mientras que los convergentes aspiraban, sobre todo, a conservar la alcaldía de Barcelona, que, después de treinta y dos años en la oposición, habían logrado conquistar en 2011 con Xavier Trias, razón por la cual CDC evitó precipitar la cada vez más inevitable ruptura con UDC. Sin embargo, el resultado del 27 de mayo defraudó a ambos. CiU obtuvo más concejales y más votos que nadie, alcanzando el 21,4 por ciento de los votos, seguido del PSC (17 por ciento) y ERC (16,3 por ciento), pero en Barcelona, la activista Ada Colau, al frente de una coalición de izquierda alternativa, arrebató la alcaldía a Trias. El mundo independentista entró en estado de shock. Perder la capital a manos de una heredera del 15-M no entraba en sus planes. El eje social podía entrometerse peligrosamente a las puertas de las plebiscitarias. El nuevo escenario reforzó el plan de Mas de formar una candidatura unitaria. Finalmente, en julio, se presentó la coalición Junts pel Sí (J×Sí), pero con una importante sorpresa, fruto de unas negociaciones extenuantes. Mas no encabezaba la lista, sino que figuraba en cuarto lugar, tras el exeurodiputado de ICV Raül Romeva y las líderes de las entidades soberanistas Carme Forcadell y Muriel Casals, pese a que el acuerdo pasaba por investirlo igualmente president. Una contradicción que se salvó con la excusa de que se quería dar el protagonismo a los representantes civiles que se situaban al frente de la candidatura, cuando en realidad pesaron otros dos argumentos: diluir la rivalidad entre Mas y Junqueras y evitar que las acusaciones de corrupción que pesaban sobre CDC recayeran sobre toda la coalición de J×Sí. 

			En cualquier caso, la convocatoria electoral plebiscitaria, anunciada en enero, con ocho meses de anticipación, era insólita y adolecía de una deliberada falta de neutralidad en la elección de la fecha. El 27 de septiembre era el día que Mas había firmado, un año antes, el decreto de convocatoria de la consulta del 9-N, y el pistoletazo de salida para pedir el voto empezaba justamente el emblemático 11 de septiembre. No solo el marco simbólico estaba pensado para beneficiar a J×Sí, sino que la campaña iba a desarrollarse en medio de un puente vacacional para muchas ciudades del área metropolitana: la fiesta patronal de la Mercè. La suma de todos estos factores solo podía beneficiar la movilización independentista e inducir, por el contrario, a la abstención en el campo constitucionalista. Sin embargo…�

			 

			 

			Una decepción camuflada

			 

			El 27-S fueron a votar 460.000 nuevos electores, con respecto a las autonómicas de 2012, de los que un 61,7 por ciento votaron a partidos no independentistas, principalmente a Ciutadans, que pasó de 9 a 25 diputados, convirtiéndose en la primera fuerza de la oposición. La participación aumentó en un 7,3 por ciento (del 67,7 al 75 por ciento) y evitó que el separatismo alcanzase la mitad más uno de los sufragios en unas elecciones que fueron convocadas con ese objetivo. En definitiva, el plebiscito independentista en forma de elecciones fracasó, con menos de la mitad de los votos, mientras que la lista unitaria de J×Sí no solo se quedó lejos de la mayoría absoluta, con 62 diputados sobre 135, sino que pasó a depender de los diez representantes de la CUP para elegir president y aprobar presupuestos. 

			El resultado del 27-S supuso una decepción en el secesionismo y profundizó la etapa de desconcierto. No solo era imposible esgrimir un mandato democrático («hemos perdido el plebiscito», reconoció el cupaire Antoni Baños esa noche), sino que los anticapitalistas amenazaban con tirar a Mas «a la papelera de la historia». Tras constituir el nuevo Parlament y elegir a Forcadell como presidenta de la cámara, J×Sí y la CUP aprobaron una declaración que suponía una explícita ruptura con el orden constitucional y en la que confirmaban la voluntad de alcanzar la independencia en dieciocho meses poniendo en marcha un confuso proceso constituyente. Mas creyó que con esa resolución podía diluir las reticencias de los anticapitalistas hacia su persona y lograr ser elegido en segunda vuelta. Pero la CUP se mantuvo firme en su negativa y, tras una investidura fallida, se puso en marcha el reloj para convocar nuevas elecciones. 

			Después de semanas de pressing mediático y de algunas votaciones rocambolescas en los órganos asamblearios de la CUP, el adelanto electoral parecía inevitable, hasta que, en el último momento, Mas decidió dar un pas al costat y nombrar a un desconocido alcalde de Girona, Carles Puigdemont, como sucesor. Al tratarse de un separatista patanegra, que presidía desde julio la influyente Asociación de Municipios por la Independencia (AMI) y mantenía buenas relaciones personales con algunos dirigentes anticapitalistas, como con el diputado por Girona Benet Salellas, su elección estaba garantizada. En su investidura, el candidato se comprometió a implementar la resolución parlamentaria de noviembre. En el nuevo Govern, Junqueras asumió la vicepresidencia y la consejería de Economía, mientras que Romeva se hizo cargo de Asuntos Exteriores, una consejería inexistente con la que se pretendía dar un salto en la internacionalización del procés. 

			Pese a haber evitado la decepción enorme que hubieran supuesto unas nuevas elecciones, el desconcierto entre el independentismo se agudizó en mayo con el rechazo a los presupuestos de 2016 por parte de la CUP. Eran las primeras cuentas de Junqueras e incluían un aumento en el gasto social tras superar los años más duros de la crisis. Pero los anticapitalistas querían desobedecer el objetivo del déficit que imponía el Estado, saltarse la anulación que el Constitucional había efectuado sobre algunas leyes que podían suponer un aumento en la recaudación de impuestos propios, así como revertir las privatizaciones anteriores y los recortes sociales. La CUP estaba nuevamente a punto de hacer descarrilar al procés no sin antes abrir una crisis dentro de la propia formación anticapitalista entre la facción más ultranacionalista (Poble Lliure) y la izquierdista (Endavant). 

			Puigdemont reaccionó ganando tiempo, anunciando que iba a someterse a una moción de confianza a finales de septiembre. Solo aceptaría el apoyo de la CUP si después se aprobaban también los presupuestos; en caso contrario se convocarían elecciones. El conjunto del independentismo abrió un debate que en realidad poco tenía que ver con las cuentas y mucho con la impracticable hoja de ruta de los 18 meses. En síntesis, pretender declarar la independencia sin llevar a cabo un referéndum era una quimera porque los resultados del 27-S no lo avalaban, aunque públicamente nadie quisiera reconocer esa falta de legitimidad democrática. La idea de un proceso constituyente con el que suplir ese déficit sumando a los comunes tampoco había cuajado. Pero cambiar no era fácil porque los líderes de J×Sí habían afirmado repetidamente que con una mayoría absoluta de diputados era suficiente. Entre tanto, la repetición de las elecciones generales españolas el 26 de junio confirmaba que su interlocutor en la Moncloa seguiría siendo Rajoy, maestro del quietismo.

			En parte como respuesta a la exigencia de la CUP de que en los presupuestos hubiera partidas dedicadas a la desobediencia y ante la imposibilidad de articular un proceso constituyente, durante el verano tomó fuerza la propuesta de volver al referéndum. Aunque algunos diputados de J×Sí, como Germà Bel, consideraban que se trataba de una pantalla ya superada, difícil de ejecutar por la oposición del Estado y que sufriría el boicot activo del unionismo, Puigdemont acabó haciendo suyo el referéndum (esta vez, vinculante y con una sola pregunta), convirtiéndolo en el auténtico salvavidas del procés. Con gran olfato periodístico, supo resumir su intervención en el Parlament con el imperativo «referéndum o referéndum». Y eso pese a que, como mecanismo decisorio, estaba siendo profundamente desacreditado bajo la acusación de alimentar la dinámica populista tras el referéndum sobre el Brexit celebrado en junio de ese año. 

			 

			 

			INSURRECCIÓN 


			 

			En otoño, los partidos y entidades separatistas volvieron a compactarse detrás de la idea del referéndum, mientras que el Govern repetía que se estaban preparando las estructuras de Estado para materializar la secesión, particularmente en materia tributaria, cuando entrase en vigor una futura normativa ad hoc que dio en llamarse Ley de Transitoriedad Jurídica y Fundacional de la República Catalana. En definitiva, se trataba de repetir el desafío al Estado del 9-N, pero esta vez para legitimar la ruptura completa con el orden constitucional tras la más que previsible victoria secesionista en el referéndum que el constitucionalismo rechazaba en bloque. 

			Al Pacte Nacional pel Dret a Decidir le sustituyó el Pacte pel Referèndum y para hacer de portavoz se buscó a un exdiputado socialista díscolo, Joan Ignasi Elena. Se adhirieron nuevamente miles de entidades, entre ellas el F. C. Barcelona, los sindicatos o las universidades, y se desarrolló una intensa campaña de recogida de firmas individuales con anuncios en medios, autobuses y vallas publicitarias que culminó el día de Sant Jordi. Como en tantas otras ocasiones, jamás se explicó quién sufragaba tan cuantiosos gastos. A lo largo del primer semestre de 2017, la propuesta de referéndum fue acompañada de actos propagandísticos no solo en Cataluña, sino también en diversas capitales extranjeras: seminarios con un barniz académico en algunos centros universitarios, entrevistas y reportajes en numerosos medios internacionales, y la constitución de grupos de apoyo con diputados británicos, daneses o finlandeses, que buscaron un pronunciamiento de sus Parlamentos a favor de la causa soberanista catalana. Todo ello gracias a la bien financiada maquinaria del Diplocat. 

			En febrero, la Consejería de Economía afirmaba que a partir del 1 de julio dispondría de la capacidad técnica para cobrar «todos los impuestos» y que se estaba elaborando una base de datos fiscales «con decenas de fuentes de información, pero amparándose en la ley». Al menos, eso es lo que declaró el secretario de Hacienda, Lluís Salvadó, hombre de la máxima confianza de Junqueras. Las declaraciones respondían al escándalo protagonizado poco antes por el senador de ERC Santi Vidal, que se jactaba, en un acto de la ANC, de que la Generalitat estaba obteniendo de forma «ilegal» los datos fiscales de todos los catalanes. La polvareda le costó el cargo y dio pie a una investigación judicial que, con el tiempo, fue ampliándose a diversos aspectos de la creación de las estructuras de Estado y que acabó con el registro de la Consejería el 20 de septiembre y la detención de Salvadó y de Josep M. Jové, secretario general de la Vicepresidencia. Meses después, cuando se levantó el secreto del sumario, se desvelaron una serie de conversaciones telefónicas en las que Salvadó reconocía que materializar la independencia al día siguiente del referéndum era inviable. Sin embargo, ERC rehusó explicárselo a los otros socios de J×Sí por razones de rivalidad política. La estafa del procés no podía revelarse.

			Entre tanto, en el frente judicial, los avisos del Constitucional al Govern y a la Mesa del Parlament se fueron acumulando, así como los incidentes de ejecución y las querellas de la Fiscalía. Hasta abril de 2017, Puigdemont y los miembros de su ejecutivo habían recibido cinco notificaciones, la última relativa a las partidas presupuestarias relacionadas con el referéndum. La actitud desafiante del president se hizo viral en las redes sociales, cuando se fotografió exhibiendo, colocadas bajo un cuadro de Antoni Tàpies titulado Catalunya Endavant, las sucesivas requisitorias judiciales en las que se le advertía de las posibles consecuencias penales. 

			 

			 

			
El Govern del referéndum


			 

			Cuando, a principios de junio, el Govern fijó el 1 de octubre como fecha para el referéndum y anunció la pregunta «¿Quiere que Cataluña sea un Estado independiente en forma de república?», el procés ya no podía más que precipitarse hacia la unilateralidad o descarrilar por una nueva crisis entre los actores. El 3 de julio, Puigdemont cesó al conseller de Empresa Jordi Baiget, miembro del PDeCAT y secretario del Govern entre 2012 y 2016, por unas explosivas declaraciones en las que criticaba que solo una parte del Ejecutivo participase en las decisiones del «núcleo duro» del procés. En ellas también ponía en duda que el referéndum pudiera realizarse y situaba una línea roja en el riesgo para su patrimonio personal, aludiendo a la causa abierta por el Tribunal de Cuentas contra Mas y algunos de sus exconsellers por la celebración del 9-N en la que se les pedía 5,2 millones de euros. 

			Pero la crisis del Govern no acabaría aquí, sino que se profundizaría en ella poco después con cambios en tres consejerías en manos del PDeCAT. Neus Munté sería sustituida en Presidencia y como portavoz del Govern por Jordi Turull. En Interior, Jordi Jané, poco dispuesto a un escenario de choque entre policías, fue relevado por Joaquim Forn. Y Meritxell Ruiz, al frente de Enseñanza, daría paso a Clara Ponsatí para garantizar la apertura de los colegios el 1-O. Dimitió también el secretario del Govern, Joan Vidal, y, días después, el director de los Mossos, Albert Batlle. La crisis sirvió para que el PDeCAT, todavía bajo la tutela política de Artur Mas, cerrase filas ante la amenaza de Junqueras de precipitar un adelanto electoral si se expresaban más dudas sobre el referéndum. De nuevo, la subasta. La CUP celebró la salida de los consellers «autonomistas».

			 

			 

			Septiembre y octubre en perspectiva

			 

			Los hechos de septiembre y octubre de 2017 son de una enorme intensidad, y nos falta todavía información sobre la intrahistoria de algunas decisiones. Y, sin embargo, la pregunta fundamental para tratar de ordenar y resumir lo sucedido es solo una: ¿qué estrategia siguió realmente el Govern Puigdemont y qué pretendió hacer después del 1 de octubre? Porque lo que salta a la vista es que los líderes separatistas no hicieron aquello que tan enfáticamente habían prometido. Ni declararon realmente la independencia ni pusieron rumbo hacia la República catalana. Y eso que para aprobar las leyes del referéndum y de la transitoriedad jurídica no habían tenido reparo en violar, los días 6 y 7 de septiembre, el reglamento del Parlament, en desoír a sus letrados y los consejos del Consell de Garanties Estatutàries, amén de desobedecer nuevamente al Constitucional. El antiguo sindicalista y diputado de Catalunya Sí Que Es Pot (CSQP) Joan Coscubiela encarnó, en una intervención que fue muy aplaudida, el sentir de todos los partidos de la oposición ante tal atropello a sus derechos. 

			Pero esa desorientación posterior de los líderes independentistas contrasta con la determinación con la que anteriormente habían sorteado la actuación de la Fiscalía y el mandato judicial que obligaba a impedir el referéndum. Días antes del 1-O, la Generalitat abrió sucesivas páginas que informaban sobre la votación, ubicadas en servidores extranjeros, y desde la cuenta Twitter de Puigdemont se difundió una aplicación en la que los ciudadanos podían consultar, tras introducir algunos datos personales, el colegio electoral asignado. La misma determinación para burlar al Estado llevó a la dirección de los Mossos, con el mayor Josep Lluís Trapero al frente, a desatender el mandato judicial de impedir el referéndum. Gracias a todos esos factores y a una «operación urnas» en la que participaron clandestinamente miles de voluntarios,[5] los separatistas obtuvieron el 1 de octubre unas imágenes impagables para su causa, las que en realidad deseaban provocar: la Policía Nacional y la Guardia Civil, con unidades especiales traídas de toda España, haciendo uso de la fuerza ante unas multitudes que en la mayoría de los casos oponía una resistencia pasiva. 

			Todavía bajo el fuerte impacto emocional de esa jornada, la vaga de país del 3 de octubre catalizó la protesta contra el Gobierno español y musculó aún más el apoyo a la causa separatista, sobre todo entre los jóvenes. Aunque el paro fue en realidad un cierre patronal en la Administración y la enseñanza, afectó de manera considerable al transporte, los servicios y el comercio. La Casa del Rey anunció una declaración televisada del jefe del Estado aquel día, por lo que algunos pensaron que el monarca podría apelar a alguna clase de diálogo. Pero Felipe VI dejó claro en un contundente discurso que el orden constitucional no era objeto de negociación e instó a todos los poderes del Estado a poner fin a la intentona secesionista. 

			Justo cuando los dirigentes separatistas pensaban que estaban ganando el pulso ante la enorme repercusión internacional del 1-O y las señales de preocupación por la crisis en Cataluña que llegaban de la Unión Europea, fue cuando perdieron la iniciativa y se hizo evidente la falta de un liderazgo claro dentro del grupo rector. El llamado «estado mayor del procés» —formado por Puigdemont y su sanedrín, el Govern, dirigentes del PDeCAT, ERC, la AMI, representantes de la ANC y Òmnium, y algunos estrategas de Junts pel Sí a título individual, como el empresario de la comunicación Oriol Soler— se adentró durante la primera quincena de octubre en un laberinto de incoherencias que acabó en un falsete de DUI el 27 de octubre como respuesta a la aplicación anunciada del artículo 155. 

			Sin embargo, a principios de octubre, inmediatamente después del referéndum, Puigdemont tenía dos opciones mucho más coherentes. En primer lugar, proceder a proclamar la independencia, de acuerdo con lo dispuesto en su propia legalidad, aun a riesgo de generar un escenario de choque más violento. En su favor estaba la posibilidad de que una parte de los Mossos se sumara a la rebelión y la movilización segura de miles de activistas, siguiendo las instrucciones de la ANC, Òmnium o de los nuevos CDR, que hubieran acudido a defender posiciones estratégicas (desde sedes gubernamentales hasta el aeropuerto). Eso era lanzarse por la pendiente insurreccional y hubiera desembocado en un enfrentamiento civil entre catalanes y tal vez en un baño de sangre. Un escenario horroroso y muy difícil de gestionar para el Estado, pero que hubiera convertido el conflicto en un problema europeo. Afortunadamente, no ocurrió, pero nunca sabremos lo cerca que estuvimos del peligro.

			En segundo lugar, si Puigdemont no se atrevía a hacer la DUI porque era consciente de que no había nada preparado para hacerla efectiva ni la correlación de fuerzas entre el Estado y la Generalitat tenía punto de comparación, como confesó la noche del 25 de octubre en la reunión del estado mayor del procés, lo lógico por su parte hubiera sido reconocer que de la votación del 1-O no se derivaba ningún mandato popular. Se lo habían dicho sus presuntos observadores internacionales, los que Romeva reclutó en The Hague Centre for Strategic Studies. En consecuencia, siendo evidente que al proceso independentista le faltaba legitimidad democrática, la única salida era convocar elecciones desde una posición de fuerza. Una jugada hábil en las especiales circunstancias de la primera semana de octubre que muchos políticos independentistas han coincidido después en señalar como la mejor opción para sus intereses.

			 

			 

			Posición perdedora

			 

			Como sabemos, no hicieron ni lo uno ni lo otro y, en cambio, Puigdemont apostó por una mediación internacional a todas luces imposible porque ni el Gobierno español quería ni ninguna presión exterior lo obligaba a ello. El momento clave en el que el president perdió la iniciativa política fue en la sesión parlamentaria del 10 de octubre, cuando suspendió una independencia que nadie entre los mil periodistas acreditados para la ocasión supo entender si había sido declarada o no y que supuso una gran decepción para el entusiasta público que, en la calle o frente al televisor, esperaba una proclamación de verdad. 

			Lo cierto es que en esa fecha el separatismo ya se encontraba en una posición perdedora. Aun así, al día siguiente, el conseller de Interior, Joaquim Forn, hizo unas inquietantes declaraciones —«Si hay buena voluntad y se acepta la nueva realidad, no habrá choque de policías»— que reflejan cuán peligrosamente desorientados estaban muchos dirigentes separatistas. No olvidemos que, entre tanto, habían pasado dos hechos muy relevantes. Primero, la estampida financiera y empresarial que empezó a hacerse pública el día 4 con una huida de depósitos galopante que afectó a las dos principales entidades bancarias catalanas; frente a los mitos del secesionismo, la economía votó con los pies en contra de la DUI, emitiendo señales de gran alarma. Segundo, la multitudinaria manifestación constitucionalista del domingo 8 organizada por Societat Civil Catalana, que supuso la confirmación de que el conflicto no era entre Cataluña y España, sino entre catalanes, y que los contrarios a la secesión no pensaban resignarse.

			A partir de ese momento, los líderes soberanistas entraron en una situación de parálisis. Y eso que el 16 de octubre se produjo otro momento fuertemente emotivo, de protesta más allá del espacio independentista, con la entrada en la cárcel de los líderes de la ANC y Òmnium, Jordi Sánchez y Jordi Cuixart, que hubiera podido ser la excusa para adoptar cualquier decisión en un sentido u otro. Pero los actores del procés estaban prisioneros, incluso en circunstancias tan críticas como aquellas, de la subasta interna entre partidos y de una desconfianza mutua y cada vez mayor entre el president y el vicepresident. Solo así se explica que ERC anunciara la mañana del jueves 26 que dejaba el Govern si Puigdemont convocaba elecciones, cuando la noche antes, Junqueras, en la antes citada reunión del Palau, había aceptado esa decisión ante el callejón sin salida político y judicial que ya los amenazaba. Un tuit de Gabriel Rufián llamando Judas a Puigdemont («155 monedas de plata»), las amenazas de romper el carnet de algunos diputados del propio PDeCAT junto a las tensiones enormes dentro de J×Sí, la ira de la CUP y sus juventudes (Arran) o las acusaciones de traidor que los estudiantes gritaron contra el president y su partido en la plaza de Sant Jaume dieron la vuelta a la situación. Por la tarde, Puigdemont justificó su rectificación alegando que el Gobierno español no había dado garantías de nada. El conseller Santi Vila, muñidor de un intento de mediación entre la Moncloa, algunos empresarios catalanes y el lendakari Íñigo Urkullu para evitar la aplicación del 155 a cambio de que se convocaran elecciones autonómicas presentó la dimisión en desacuerdo con ese cambio de parecer.[6] A primera hora de la tarde del viernes, J×Sí y la CUP votaron en el Parlament una DUI que todos sabían que era testimonial. 

			En realidad, el 27 de octubre de 2017 no pasará a la historia por esa confusa declaración de independencia, sino porque ese día se puso punto final al procés, pues ni se implementó la República ni se arrió la bandera española de la Generalitat ni llegó desde el exterior ningún tipo de reconocimiento internacional. Los últimos días de octubre fueron vividos por los independentistas de a pie con un profundo desconcierto.[7] Los consellers cesados desaparecieron y solo Puigdemont lanzó el sábado un críptico mensaje desde Girona, donde se le vio comer y pasear. El domingo, otra manifestación constitucionalista llenó Barcelona, celebrando esta vez la aplicación del artículo 155 y la convocatoria por parte de Mariano Rajoy de elecciones autonómicas el 21 de diciembre (el grito «Puigdemont, a prisión», predominante en la primera manifestación, fue sustituido por el satisfecho «Votarem, votarem»). El lunes 30 por la mañana se supo que el depuesto president había huido a Bélgica, mientras la Fiscalía presentaba dos querellas por delitos de sedición, rebelión y malversación contra el Govern cesado y los miembros de la Mesa del Parlament que habían participado en la resolución independentista.[8] El día 2 de noviembre todos los exconsellers, excepto los cuatro que decidieron quedarse en Bruselas con Puigdemont, entraron en prisión provisional por orden de la Audiencia Nacional. La vía unilateral no solo había fracasado, sino que para los protagonistas del procés se iniciaba un duro camino judicial.

			En definitiva, y para concluir, en los momentos más críticos y determinantes del procés, el separatismo no tuvo otra estrategia que la de jugar a asustar al Estado con movilizaciones, votaciones, situaciones coercitivas (como la que se produjo ante la Consejería de Economía el 20 de septiembre) y amenazas verbales de desconexión. Es lo que las palabras de la ex consellera Clara Ponsatí han descrito tan gráficamente como «jugábamos al póquer pero íbamos de farol». Sus líderes no llevaron a cabo un plan consecuentemente insurreccional, fueron prisioneros de la sobrepuja interna constante y víctimas de su propio autoengaño sobre una mediación que nunca iba a llegar. El fracaso de la vía unilateral era previsible en un marco europeo donde prevalece el Estado de derecho y la democracia no se entiende al margen de las leyes. Ahora bien, el colapso insurreccional no se contradice en absoluto con el hecho evidente de que el independentismo ha llegado para quedarse, política y emocionalmente, y que se ha convertido en un factor estructural que va a seguir condicionando la vida pública catalana y española los próximos años. 
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